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Rivera Colón, la Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González1 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de julio de 2017. 

 Comparecen Power Machine Shop, Inc. y Luis Camacho Adorno 

(los apelantes) mediante el recurso de Certiorari de título y solicitan la 

revisión de una Orden emitida el 16 de marzo de 2017 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI).2  Mediante ésta, se 

declaró No Ha Lugar a la Moción solicitando reconsideración a 

Sentencia dictada el 9 de febrero de 2017 y notificada el 14 de febrero 

de 2017.  El Banco Santander de Puerto Rico (Banco o el apelado) 

compareció mediante su Alegato en Oposición.  

 Mediante Resolución de 8 de mayo de 2017 acogimos el recurso 

como una Apelación, por cuanto, los comparecientes realmente lo que 

cuestionan es la Sentencia emitida.3  

                                       
1 El Juez Piñero González no intervino. 
2 Dicha Orden fue notificada a las partes el 22 de marzo de 2017. 
3 En la Resolución autorizamos que se mantenga la clasificación alfanumérica que le 

ha sido asignada.   
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Con los escritos de las partes, damos por perfeccionado el 

recurso y procedemos a su adjudicación. 

I. 

El tracto procesal que surge de los escritos que obran en el 

expediente consiste en que el 6 de junio de 2016 el Banco Santander de 

Puerto Rico presentó una demanda sobre Cobro de Dinero, Ejecución 

de Prenda, Ejecución de Hipoteca y Gravamen Mobiliario contra el 

señor Luis Camacho Adorno y Power Machine Shop. Estos presentaron 

sus Contestaciones a Demanda por separado, luego de lo cual, el TPI 

pautó la Conferencia Inicial.  En la misma, se concedió término a las 

partes para auscultar posibilidad transaccional o, en la alternativa, 

presentar escritos dispositivos. Power Machine Shop, Inc., le cursó al 

Banco un Primer Pliego de Interrogatorios, Requerimiento de 

Producción de Documentos y Requerimientos de Admisiones, el cual 

fue contestado.   

El 29 de diciembre de 2016, el Banco presentó Moción de 

Sentencia Sumaria, la cual acompañó de documentos complementarios.  

Entre éstos incluyó, copia del contrato de préstamo por la suma de 

$100.000.00 juramentado ante notario y suscrito el 5 de noviembre de 

2004, por el Sr. Evaristo Ramos Ramos, en representación del Banco y 

Luis Camacho Adorno, como Garantizador y en representación de 

Power Machine Shop, Inc.; copia del pagaré en el que estos últimos se 

obligan a pagar solidariamente al Banco dicha suma, más intereses a 

razón de 2.75% S.P.R.F. sobre el balance insoluto del principal hasta 

su vencimiento, el 11 de mayo de 2014; copia de documento Allonge en 

el que consta reducción en pago mensual y el 5 de noviembre de 2011, 

como nueva fecha de vencimiento, copia de pagaré suscrito por Luis 

Camacho Adorno por valor de $100,000 a favor del Banco que vence a 

la presentación, que devengará intereses a razón de 2.75% 

prevaleciente anualmente (Prime Rate) según sea establecido de tiempo 

en tiempo por el Citibank, N.A.; Escritura Número 176 sobre Hipoteca 
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en Garantía de Pagaré otorgada el 5 de noviembre de 2004, ante el 

Notario Eliezer Rivera Lugo; copia de documento sobre la presentación 

de esta Escritura ante el Registro de la Propiedad, copia de Contrato de 

Prenda suscrito el 5 de noviembre de 2004; copia de Contrato de 

Gravamen Mobiliario de 5 de noviembre de 2004; copia de su registro 

en el Registro de Transacciones Comerciales del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; copia de documento de Garantía de 5 de noviembre de 

2004 suscrito por Luis Camacho Adorno; copia de documento Note y de 

Authorization (SBA 7(A) Guaranteed Loan) de U.S. Small Business 

Administration de 6 de octubre de 2004.  En su escrito, detalló diez 

hechos sobre los cuales entiende no existe controversia, así como el 

derecho aplicable por el cual entiende que debe dictarse sentencia a su 

favor. El 7 de febrero de 2017 el Banco presentó Moción Solicitando se 

dé Por Sometida Sin Oposición “Moción de Sentencia Sumaria”, la que 

fundamentó en el hecho de que el TPI concedió término de quince (15) 

para que los demandados se expresaran en cuanto a su Moción y estos 

no lo habían hecho. 

El 9 de febrero de 2017 el TPI emitió Sentencia en la que, tras 

examinar la Moción de Sentencia Sumaria presentada, la cual no fuera 

opuesta por los demandados, adjudicó el caso mediante la vía sumaria 

a favor del Banco y condenó solidariamente a los demandados a pagar 

la suma principal de $3,638.81 más la cantidad de $160.91 por 

concepto de intereses acumulados al 12 de diciembre de 2016 y los 

cuales continúan acumulándose mensualmente, más la cantidad de 

$10,000.00 estipulada para costas, gastos y honorarios de abogado, 

$861.67 en recargos acumulados a la mencionada fecha, así como los 

cargos, recargos y gastos que se acumulen hasta la fecha de su total y 

completo pago. Además, se reservó los pronunciamientos de rigor 

relacionados con la ejecución de prenda, hipoteca y gravamen 

mobiliario que garantizan la obligación monetaria incumplida hasta que 
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la sentencia advenga final, firme e inapelable y el Banco solicite 

remedios en ley.   

El 10 de febrero de 2017, los codemandados presentaron 

Oposición a “Moción de Sentencia Sumaria” en cuanto a la co 

demandada Power Machine Shop Inc. y Luis Camacho Adorno.  En ella, 

mencionan trece (13) hechos en los que consideran no existe 

controversia y 29 en los que aducen existe controversia. Entre estos, 

expusieron que existían serias dudas y cuestionamientos sobre las 

cuantías reclamadas y los intereses acumulados, los cuales fueron 

aumentados unilateralmente por el demandante y sostienen que existe 

controversia en cuanto a un documento suscrito el 30 de agosto de 

2011 titulado Extensión y Plan de Pago, copia del cual acompañaron a 

su escrito en Oposición. También incluyeron copia del documento 

Allonge en idioma español, Allonge SBA Note Loan #7006145560 en 

idioma inglés suscrito el 30 de agosto de 2011 y Certificado de 

Resolución de igual fecha. 

La sentencia fue notificada el 14 de febrero de 2017.  Los 

demandados presentaron Moción solicitando Reconsideración de ésta el 

1 de marzo de 2017. Expusieron que en su Oposición contestaron la 

Moción de sentencia sumaria de forma detallada y específica, con 

documentos que acreditan la existencia de controversia real y 

sustancial de hechos esenciales y pertinentes. Señalan que es un caso 

complejo que requiere profundo análisis y estudio, que amerita 

escuchar testimonios y que la mala fe del acreedor hipotecario y las 

irregularidades en la otorgación del préstamo les ha causado daños. El 

16 de marzo de 2017 el TPI denegó la solicitud de Reconsideración.4 

Inconformes, los codemandados acuden mediante el recurso del 

título y señalan que el TPI incidió: 

AL DECLARAR NO HA LUGAR LA “MOCIÓN DE 
RECONSIDERACIÓN A SENTENCIA DICTADA EL 9 DE 

                                       
4 La Resolución declarando No Ha Lugar la Moción de Reconsideración fue notificada 

el 21 de marzo de 2017. 
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FEBRERO Y NOTIFICADA EL 14 DE FEBRERO DE 2017”, 
PASANDO POR ALTO ELEMENTOS DE INTENCIÓN, 

DESDE QUE LAS PARTES NEGOCIARON Y 
SUSCRIBIERON EL CONTRATO HASTA QUE BANCO 

SANTANDER OPTÓ POR LA EJECUCIÓN DE LAS 
GARANTÍAS. 
 

En su recurso, los apelantes reiteran que del expediente se 

desprende que existe controversia en cuanto al documento Extensión y 

Plan de Pago, ya que éste contiene una cláusula contraria al 

ordenamiento jurídico y atenta contra la ley, la moral y el orden 

público, pues limita al apelante Camacho Adorno a obtener 

información necesaria para analizar los términos y condiciones del 

préstamo, tales como la variabilidad de la tasa de interés y sus efectos 

en la cantidad de pagos mensuales.  Indica que el curso óptimo a 

seguir es una vista evidenciaría con miras a dilucidar lo concerniente a 

las negociaciones y a establecer “si en algún momento el Banco 

cumplió con los postulados básicos de la contratación establecidos en 

la doctrina puertorriqueña y federal vigente”. Aducen que es un caso 

cuyas controversias revisten un interés propietario garantizado 

constitucionalmente y que el TPI medió “con perjuicio y error craso y 

manifiesto” en la apreciación de la prueba presentada. 

Por su parte, el Banco apelado sostiene que se trata del 

incumplimiento a una obligación contractual en relación a un 

préstamo comercial que fue posteriormente reestructurado a petición 

de los propios apelantes y que correctamente el TPI dictó sentencia a 

base de toda la prueba documental que obraba en autos provista por 

la apelada, la que no fue controvertida por los apelantes. Afirman que 

también actuó correctamente el TPI al rechazar el pedido de 

reconsideración, pues los apelantes fallaron en cumplir con el 

propósito cardinal de la solicitud de reconsideración, por cuanto no 

señalaron error en hecho o en derecho que el TPI debía corregir, ni 

justificaron su falta de diligencia, pues no expresaron las causas por 

las cuales no presentaron su Oposición al escrito dispositivo en el 
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término concedido para ello, ni en el término reglamentario que provee 

el ordenamiento procesal civil. 

II. 

A. 

 
La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario celebrar 

un juicio plenario.  Meléndez González et al. v. M. Cuebas, Inc. 193 DPR 

100, 115 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 

(2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012); Mejías 

et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288 (2012).  Dicho mecanismo se 

encuentra instituido en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.  Su 

función esencial es permitir en aquellos litigios de naturaleza civil que 

una parte pueda mostrar previo al juicio que, tras las partes contar con 

la evidencia que ha sido debidamente descubierta, no existe una 

controversia material de hecho que deba ser dirimida en un juicio 

plenario y  que, por tanto, el tribunal está en posición de aquilatar esa 

evidencia para disponer del caso ante sí.  Rodríguez Méndez, et als v. 

Laser Eye, 195 DPR 769 (2016); Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 

194 DPR 209 (2015); Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 

128. 

Esta Regla dispone que la solicitud de sentencia sumaria puede 

ser presentada por cualquiera de las partes que solicite un remedio por 

medio de una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos esenciales y pertinentes.  Se dictará sentencia sumaria si las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, junto a cualquier declaración jurada que se 

presente, si alguna, demuestran que no hay controversia real y 

sustancial sobre algún hecho esencial y pertinente y que, como 

cuestión de Derecho, procede hacerlo.  Regla 36.3 (e) de Procedimiento 
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Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra.  Es decir, 

únicamente procede en aquellos casos en los que no existen 

controversias reales y sustanciales en cuanto los hechos materiales, 

por lo que lo único que queda, por parte del poder judicial, es aplicar el 

Derecho. Oriental Bank v. Perapi S.E, 192 DPR 7 (2014); SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Nieves Díaz v. González Massas, 178 

DPR 820 (2010).  Sobre el particular, precisa señalar que, un hecho 

material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación al 

amparo del Derecho sustantivo aplicable.  Ramos Pérez v. Univisión, 

178 DPR 200 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914 (2010).  La 

calidad del “hecho material” debe ser suficiente como para que sea 

necesario que un juez o jueza la dirima a través de un juicio plenario.  

Ramos Pérez v. Univisión, supra.  Es decir, luego de aquilatar prueba 

testifical y de dirimir cuestiones de credibilidad. 

Para demostrar de manera efectiva la inexistencia de controversia 

de hechos, la parte promovente está obligada a exponer las alegaciones 

de las partes, desglosar los hechos sobre los cuales aduce no hay 

controversia en párrafos debidamente numerados y para cada uno de 

ellos deberá especificar la página o párrafo de la declaración jurada u 

otra prueba admisible en evidencia que los apoye y las razones por las 

cuales debe ser dictada la sentencia argumentando el derecho 

aplicable. Regla 36.3 (a) (1)-(4) de Procedimiento Civil, supra; SLG 

Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, supra, pág. 432.   

La parte que se oponga a que se dicte sentencia sumaria, según 

la citada Regla 36.3, supra, deberá controvertir la prueba presentada 

por la parte que la solicita. Para ello, deberá cumplir con los mismos 

requisitos con los que tiene que cumplir el proponente, pero, además, 

su solicitud deberá contener:   

[U]na relación concisa y organizada, con una referencia a 

los párrafos enumerados por la parte promovente, de los 
hechos esenciales y pertinentes que están realmente y de 
buena fe controvertidos, con indicación de los párrafos o 

las páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 
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admisible en evidencia donde se establecen los mismos, así 
como de cualquier otro documento admisible en evidencia 

que se encuentre en el expediente del tribunal. Regla 36.3 
(b) (2), supra.  

  
De no hacerlo, correrá el riesgo de que la solicitud de sentencia 

sumaria sea acogida por el tribunal y se resuelva en su contra. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215; Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. 

Co., 152 DPR 652 (2000).  

Es norma firmemente establecida que toda duda sobre la 

existencia de una controversia de hechos bona fide debe ser resuelta 

contra la parte que solicita la sentencia sumaria.  SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra; Córdova Dexter v. Sucesión Ferraiuoli, 182 DPR 

541 (2011).  Por lo tanto, al determinar si existen controversias de 

hechos que impiden dictar sentencia sumaria, el juzgador debe analizar 

los documentos que acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los 

documentos incluidos con la Moción en Oposición, así como los que 

obren en el expediente.  Dicho examen debe ser guiado por el principio 

de liberalidad a favor de la parte que se opone a que se dicte sentencia 

sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra. De existir dudas sobre la 

existencia de una controversia de hechos, estas deben resolverse en 

contra del promovente, ya que este mecanismo procesal no permite que 

el tribunal dirima cuestiones de credibilidad.  Mgmt. Adm. Servs. Corp. 

v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 (2000); Cuadrado Lugo v. Santiago 

Rodríguez, 126 DPR 272, 279-280 (1990); Corp. Presiding Bishop v. 

Purcell, 117 DPR 714, 720 (1986).  

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que, aunque en el 

pasado se ha referido a la sentencia sumaria como un mecanismo 

procesal “extraordinario”, ello no significa que su uso esté excluido en 

algún tipo de pleito.  En ese sentido, no queda impedida la utilización 

del mecanismo de sentencia sumaria en reclamaciones que requieren la 

consideración de elementos subjetivos o de intención, cuando de los 

documentos a ser evaluados en la solicitud de sentencia sumaria surge 
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que no existe controversia en cuanto a hechos materiales. Ramos Pérez 

v. Univisión, supra, pág. 219.   

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, nuestro 

Tribunal Supremo estableció como guía, el estándar específico que debe 

utilizar este Tribunal de Apelaciones al momento de revisar 

denegatorias o concesiones de Mociones de Sentencia Sumaria a la luz 

de la jurisprudencia revisada y las Reglas de Procedimiento Civil 

vigentes.  Primero, el Tribunal Supremo reafirmó lo que estableció en 

Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004), en cuanto a que el Tribunal de 

Apelaciones se encuentra en la misma posición del TPI al momento de 

revisar solicitudes de sentencia sumaria.  En ese sentido, este Tribunal 

está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y por 

consiguiente, le aplican los mismos criterios que la jurisprudencia y la 

Regla 36, supra, le exigen al foro primario.   

Segundo, por estar este foro apelativo en la misma posición que 

el primario, tenemos la obligación de revisar que tanto la Moción de 

Sentencia Sumaria como su Oposición cumplan con los requisitos de 

forma codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, según 

fueron pautados en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, este tribunal tiene que examinar si en realidad existen 

hechos materiales en controversia.  De haberlos, estamos compelidos a 

cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, 

por lo que tenemos la ineludible obligación de exponer concretamente 

los hechos materiales que encontramos están en controversia y, de 

haberlos, cuáles resultan ser incontrovertidos.  Esta determinación 

procede ser hecha en la Sentencia que disponga del caso. También 

estamos facultados para hacer referencia al listado enumerado de 

hechos incontrovertidos que determinó el TPI.  Cuarto, y, por último, de 

encontrar este Tribunal de Apelaciones que los hechos materiales 
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realmente resultan ser incontrovertidos, procede entonces revisar de 

novo si el TPI aplicó correctamente el Derecho. 

B. 

En nuestro ordenamiento jurídico rige la teoría contractual de la 

libertad de contratación o la autonomía de la voluntad.  Así está 

reconocido en el principio de pacta sunt servanda, establecido 

expresamente en el Código Civil. Conforme a dicho principio, los 

contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que 

tengan por convenientes, siempre que no sean contrarias a la ley, la 

moral y el orden público.  Las obligaciones que nacen de los contratos 

tienen fuerza de ley entre las partes contratantes y estos deben ser 

cumplidos a tenor con las mismas.  Artículo 1207 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3372.  En consideración a este postulado, se dice que 

cuando las personas contratan crean normas tan obligatorias como la 

ley misma.  VDE Corporation v. F&R Contractors, 180 DPR 21, 34 

(2010).   

Cuando los términos de un contrato son claros y no dejan duda 

sobre la intención de los contratantes se estará sujeto al sentido literal 

de sus cláusulas.  En cambio, si las palabras parecieran contrarias a la 

intención evidente de las partes, esta última prevalecerá sobre las 

palabras.  De modo que, la intención de los contratantes es el criterio 

fundamental para fijar el alcance de las obligaciones contractuales.  Por 

eso, el norte de la interpretación contractual es determinar cuál fue la 

intención real y común de las partes.  Para auscultar dicha intención, 

los tribunales han aplicado una metodología pragmática que consiste 

en estudiar los actos anteriores, coetáneos y posteriores al momento de 

perfeccionarse el contrato, incluyendo otras circunstancias que puedan 

denotar o indicar la verdadera voluntad de los contratantes y el 

acuerdo que intentaron llevar a cabo.  VDE Corporation v. F&R 

Contractors, supra, a la pág. 34, 35. 
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C. 

Nuestro Tribunal Supremo se ha expresado sobre el requisito de 

que una deuda sea líquida y exigible.  Ramos y otros v. Colón y otros, 

153 DPR 534, 546 (2001).  Cuando se presenta una demanda en cobro 

de dinero se debe alegar que la deuda reclamada es una líquida, 

vencida y exigible.  Ello se debe, a que únicamente pueden reclamarse 

por la vía judicial, aquellas deudas que hayan advenido líquidas, 

vencidas y exigibles.  Una deuda es líquida, vencida y, por tanto, 

exigible cuando por la naturaleza de la obligación o por haberlo 

requerido el acreedor, la deuda debe ser satisfecha.     

Igualmente, si la cuantía debida es cierta y determinada, se 

considera que la deuda es líquida y por consiguiente, puede ser exigible 

en derecho ante su vencimiento.  Es decir, la deuda es líquida cuando 

se sabe cuánto es lo que se debe.  Id; Freeman v. Tribunal Superior, 92 

DPR 1 (1965).  Asimismo, se considera que la deuda es exigible cuando 

la obligación no está sujeta a ninguna causa de nulidad y puede 

demandarse su cumplimiento.  Guadalupe v. Rodríguez, 70 DPR 958, 

966 (1950).     

Por ello, al alegarse que la deuda es líquida y exigible se están 

exponiendo hechos, a saber: que la cantidad adeudada ha sido 

aceptada como correcta por el deudor y que está vencida.  Ramos y 

otros v. Colón y otros, supra.  Si la compensación opera como un pago, 

lo más lógico es, pues, que los créditos sean ciertos en cuanto a su 

existencia o cuantía.  Artículo 1150, 31 LPRA 3222; Fuentes v. Aponte, 

63 DPR 194 (1944); Porto Rico Fertilizer Co. v. Gandía, 29 DPR 386 

(1921).  Para determinar si las deudas están vencidas se debe atender 

al carácter de las mismas, es decir, si son pagaderas desde luego, como 

ocurre con las puras y las sujetas a condición resolutoria, o si son 

pagaderas cuando se venza un plazo o se cumpla una condición, si 

están sujetas a condición suspensiva.  Artículo 1150, supra; José R. 

Vélez Torres, Derecho de Obligaciones, Ed. 2da, 1997, pág. 220-221.   
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D. 

El concepto de la hipoteca no aparece definido en el Código Civil.  

En su libro Derecho Registral Inmobiliario Puertorriqueño, el profesor 

Luis Rafael Rivera Rivera define a la hipoteca de la siguiente manera:  

Un derecho real que […] sujeta o vincula lo hipotecado, 

cualquiera que sea su titular, al poder de exigir 
eventualmente la realización de su valor así como la 
adopción de medidas dirigidas a salvaguardarlo, todo en 

seguridad o garantía de la efectividad de alguna obligación 
dineraria, y cuyo derecho es de carácter accesorio, 
indivisible, de constitución registral, y grava bienes 

inmuebles enajenables, que permanecen en posesión de su 
propietario o titular. L. Rivera Rivera, Derecho Registral 

Inmobiliario Puertorriqueño, San Juan, Jurídica Editores, 
2002, pág. 481.  

  

Cónsono con lo anterior, la hipoteca es una garantía de 

naturaleza real, que se caracteriza por su accesoriedad y por su función 

aseguradora de una deuda en dinero.  Vázquez Santiago v. Registrador, 

137 DPR 384, 388 (1994).  El derecho real de la hipoteca faculta al 

acreedor a exigir el cobro de una obligación pecuniaria mediante la 

“realización del valor” del inmueble hipotecado.  

El Código Civil establece varios requisitos para la validez de una 

hipoteca, a saber; que la hipoteca se constituya para asegurar el 

cumplimiento de una obligación principal; que el bien hipotecado le 

pertenezca a la persona que intenta hipotecarla y que esa persona 

tenga la libre disposición de sus bienes.  Art. 1756 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 5001.  Además de estos requisitos, es imperativo que la 

hipoteca se inscriba en el Registro de la Propiedad para que sea válida.  

Art. 1774 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5042.  El crédito que garantiza 

una escritura de hipoteca que no esté inscrita en el Registro de la 

Propiedad es tan solo un crédito personal.  Rosario Pérez v. Registrador, 

115 DPR 491, 493 (1984).  

Como regla general, la transmisión, constitución y extinción de 

los derechos reales se llevan a cabo válidamente fuera del Registro de la 

Propiedad y su inscripción es voluntaria y, meramente declarativa. En 

este sentido, la inscripción de los derechos reales se limita a publicar 
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un derecho real que nació fuera del Registro, conforme al Derecho Civil.  

L. Sastre, Derecho Hipotecario, Barcelona, Ed. Bosch, 1997, T. I, pág. 

309.   

Por lo tanto, de ordinario lo único que hace el Registro es darle 

publicidad a negocios jurídicos válidos que existen fuera de él.  Como 

excepción, la inscripción del derecho hipotecario es de carácter 

constitutivo.  Los estudiosos del tema entienden que “la inscripción es 

constitutiva cuando se exige como requisito necesario […] para que la 

constitución o transmisión de un derecho real inmobiliario se 

produzca.”  J.M. Chico y Ortiz, Estudios sobre derecho hipotecario, 

Madrid, Ed. Marcial Pons, 1994, T. I, pág. 213.  

Aunque la hipoteca como tal es de inscripción constitutiva la 

escritura de hipoteca contiene un negocio jurídico privado entre sus 

otorgantes cuya validez intrínseca no se afecta por la falta de 

inscripción registral.  En otras palabras, si no se inscribe en el Registro 

de la Propiedad, no se crea una hipoteca, pero, de todos modos existe 

una deuda personal entre los contratantes.  Art. 1177 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 3278; S.J. Credit Inc. v. Ramírez, 113 DPR 181 (1982).  

Debido a que la hipoteca es un derecho real de realización de 

valor, su titular tiene la facultad de exigir la enajenación de la cosa que 

se dio en garantía para recobrar lo adeudado. Así lo dispone 

expresamente el Artículo 1757 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5002, en 

el que se expresa que “vencida la obligación principal, pueden ser 

enajenadas las cosas en que consiste la prenda o hipoteca para pagar 

al acreedor”.  El deudor hipotecario consintió a esto, cuando otorgó el 

contrato de hipoteca. Banco Popular de Puerto Rico v Registrador de la 

Propiedad, 181 DPR 663, 672, 673 (2011).  

El procedimiento de ejecución de hipoteca por la vía ordinaria se 

rige por la Regla 51.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 51.3 et 

seq., y por los artículos de la Ley Hipotecaria que expresamente el 

legislador hizo aplicables al procedimiento ordinario.   
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La acción de ejecución de hipoteca por la vía ordinaria es de 

naturaleza mixta: la personal y la real.  First Fed. Savs. v. Nazario et 

als., 138 DPR 872, 879 (1995).  Es decir, un acreedor puede escoger 

entre exigir el pago de la deuda mediante una acción en cobro de dinero 

a través de un requerimiento personal al deudor, o mediante una 

acción solicitando la ejecución de la garantía hipotecaria.  Por lo tanto, 

en estos casos el deudor y el propietario del bien hipotecado son la 

misma persona, y la acción personal está inmersa en la acción real de 

ejecución de hipoteca por la vía ordinaria, teniendo entonces el 

reclamante derecho a un solo remedio.  Id., pág. 880.   

En resumen, el acreedor podrá exigir al deudor el pago de la 

deuda en su carácter personal o, en la alternativa, podrá llevar un 

procedimiento de ejecución de hipoteca donde recobrará el pago de la 

deuda con lo adquirido de la venta de la garantía hipotecaria.  Ambas 

acciones pueden verse mediante la vía judicial con el fin de conseguir 

una sentencia final y firme, y ejecutable en contra del deudor.     

III 

A la luz de la normativa antes reseñada, procedemos a evaluar el 

recurso ante nuestra consideración. En el presente caso, nos 

corresponde en primer lugar, determinar si el TPI actuó conforme a 

Derecho al dictar una Sentencia Sumaria a favor del Banco, 

condenando solidariamente a los apelantes al pago de las sumas de 

dinero adeudadas, o en su defecto, ordenando la ejecución de la 

prenda, hipoteca y gravamen mobiliario. 

La causa principal por la cual los apelantes solicitan la 

revocación del dictamen emitido se fundamenta en su visión de que el 

TPI pasó por alto elementos de intención que debió atender en un juicio 

plenario.  Alegan que las extensiones y el plan de pago presentadas por 

el Banco le indujeron a error y no son cónsonas con las prácticas 

sancionadas en la contratación y la industria bancaria.  Razonan que la 

Extensión y Plan de Pago redundó en un préstamo usurero en el que se 
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obligó al codemandado a estipular un interés significativamente mayor 

al préstamo original y el cual se manifiesta desproporcionalmente a las 

circunstancias del caso.  Alegan que la “extensión es nula porque obligó 

al prestatario vivir situaciones angustiosas y por su inexperiencia 

obligaron a firmar dicho término ante la posibilidad de perder la 

propiedad, la cual es su lugar de trabajo y su empresa”.  

Consta en la sentencia dictada el 9 de febrero de 2017 que, al 

momento de disponer de la moción dispositiva presentada por el Banco 

el 29 de diciembre de 2017, el TPI contó con las alegaciones expuestas 

en la demanda y las alegaciones responsivas, así como había celebrado 

una Conferencia Inicial.  Ciertamente, el TPI no contaba con un escrito 

en Oposición, puesto que el mismo fue presentado el 10 de febrero de 

2017, tres días después de que el Banco solicitara que se diera por 

sometida su solicitud de sentencia sumaria.  No surge de ese escrito ni 

de la Moción solicitando reconsideración, fundamento alguno por el 

cual se presentó el escrito en Oposición pasado el término concedido 

por el tribunal. Así que, es correcto decir, como indicó el TPI, que 

“ninguno de los hechos evidenciados por la demandante fueron 

controvertidos por los demandados … resultando por consiguiente los 

mismos como hechos incontrovertidos.”  

Según surge de la Sentencia, luego del TPI analizar los autos y 

los documentos complementarios a la solicitud de sentencia sumaria, 

encontró establecidos como hechos que no están en controversia los 

siguientes: 

1. El 5 de noviembre de 2004, el demandado Power 

Machine Shop, Inc. suscribió un Contrato de Préstamo en 
virtud del cual la demandante le extendió un Préstamo a 

Término de tipo comercial por la suma principal de 
$100,000.00 (en adelante el “Préstamo”), a ser utilizado 
para los propósitos y bajo los términos y condiciones 

negociados. Dicho Préstamo devengaría intereses 
fluctuantes a razón de 2.75% sobre el “Prime Rate”. 

2.  Acto seguido, como evidencia de la deuda para con la 

demandante a tenor con el mencionado Préstamo, el 5 de 
noviembre de 2004 el demandado Power Machine Shop, Inc. 

suscribió un Pagaré por la suma principal de $100,000.00, 
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el cual devengaría intereses a razón de 2.75% sobre el 
“Prime Rate”. 

3. Como colateral para asegurar el pago y cumplimiento 
puntual de sus obligaciones para con la demandante bajo el 

mencionado Préstamo, los demandados ofrecieron las 
siguientes garantías.  
 

• Gravamen prendario sobre Pagaré Hipotecario 
por la suma principal de $100,000.00 a favor 

de Banco Santander Puerto Rico, o a su orden, 
con intereses fluctuantes a razón de 2.75% 
sobre el “Prime Rate” y vencimiento a la 

presentación, constituida en segundo rango en 
virtud de la Escritura #176, otorgada en 

Bayamón, Puerto Rico el día 5 de noviembre de 
2004, ante el Notario Público Eliezer Rivera 
Lugo, sobre una propiedad perteneciente al 

demandado Luis Camacho Adorno t/c/c Luis R. 
Camacho Adorno, la cual consta inscrita al 

Folio #225 del Tomo #144 de Dorado, Registro 
de la Propiedad de Puerto Rico, sección Cuarta 
(IV) de Bayamón, Finca #7,111. 

• Gravamen mobiliario sobre todo el equipo y/o 
maquinaria listado, cuentas por cobrar e 

inventario de bienes y equipo. 

• Garantía solidaria del demandado Luis 

Camacho Adorno t/c/c Luis R. Camacho 
Adorno. 

• Garantía del 75% de la Administración de 

Pequeños Negocios (“SBA”), bajo la Sección 7(a). 

4. La garantía hipotecaria anteriormente aludida, 

conforme a la Certificación Registral del 10 de agosto 
de 2016 que obra en autos, grava la siguiente 

propiedad inmueble: 
---RÚSTICA:  Solar número seis (6) radicado 
en el Barrio Espinosa de Dorado, Puerto 

Rico, con una cabida de mil cuatrocientos 
ochenta y tres punto ocho mil ochocientos 

cincuenta y ocho (1,483.8858 m.c.) metros 
cuadrados. En lindes por el NORTE, en 
sesenta y cuatro punto tres (64.13) metros, 

con José R. Marrero; por el SUR, en sesenta 
y seis punto cincuenta (66.50) metros, con 
José R. Marrero; por el ESTE, en veintidós 

punto cincuenta (22.50) metros, con Calle 
Municipal; y por el OESTE, en veintitrés 

(23.00) metros, con Juan J. Gerardino.--- 
---Consta inscrita al Folio Doscientos 
Veinticinco (225) del Tomo Ciento Cuarenta 

y Cuatro (144) de Dorado, Registro de la 
Propiedad de Puerto Rico, Sección Cuarta 

(IV) de Bayamón.  Finca Número Siete Mil 
Ciento Once (7,111).---  

5. El 30 de agosto de 2011, a petición de los 

demandados, la demandante les concedió una 
Extensión y Plan de Pago para el saldo insoluto del 

Préstamo, para el cual se ratificó y consintió a las 
garantías originalmente constituidas el 5 de 
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noviembre de 2004, identificada en las 
determinaciones de hechos números “3” y “4” 

anteriores, cuya colateral continúa asegurando el 
pago y cumplimiento puntual de las obligaciones de 

los demandados para con la demandante bajo el 
Préstamo. 

6. Los demandados han dejado de pagar las 

mensualidades vencidas del Préstamo y, en su 
consecuencia, han incurrido en incumplimiento de 
sus obligaciones contractuales para con la 

demandante quien entonces ha declarado la deuda 
vencida, líquida y exigible, adeudándose por éstos a 

Banco Santander Puerto Rico al 12 de diciembre de 
2016 la suma principal de $3,638.81, más la cantidad 
de $160.91 por concepto de intereses acumulados a 

dicha fecha y los cuales continúan acumulándose 
mensualmente a razón de la tasa de interés pactadas, 

más la cantidad de $10,000.00 estipulada para 
costas, gastos y honorarios de abogado, recargos por 
atraso a la mencionada fecha de $861.67 y los cuales 

igualmente continúan acumulándose mensualmente, 
y otros cargos, recargos y gastos que se acumulen 
hasta la fecha de su total y completo pago. 

7. Las sumas reclamadas por la demandante a los 
demandados están vencidas, son líquidas y exigibles. 

8. La demandante ha realizado gestiones de cobro a los 
demandados, resultando éstas infructuosas. 

9. La demandante es la tenedora de buena fe y 

poseedora por causa onerosa del Pagaré Hipotecario 
dado en prenda por los demandados en garantía de 
las sumas de dinero reclamadas en el presente pleito. 

10. Al día de hoy los demandados no han pagado la 
deuda para con la demandante. 

11. Por el incumplimiento contractual de los 
demandados, la demandante ha optado por proceder, 
entre otras, a la ejecución de la prenda, hipoteca y/o 

gravamen mobiliario bajo el caso de epígrafe, para con 
el producto de la venta de las propiedades muebles e 

inmuebles que la garantizan, se le pague hasta donde 
sea posible su acreencia y de haber deficiencia, 
efectuando otros bienes de los demandados en 

cantidad suficiente para cubrir el balance insoluto de 
la sentencia. 

Al momento del TPI evaluar la Moción de Reconsideración 

contaba con el escrito en Oposición y al disponer de ella, no le pareció 

que lo planteado en ella ameritara variar su dictamen, por lo que la 

denegó. Conforme la normativa establecida por nuestro más Tribunal 

Supremo, como foro apelativo, nos encontramos en igual posición que 



 
 

 
KLCE201700742 

 

Pág. 18 de 21 

el foro primario al evaluar recursos que invoquen errores al disponer de 

controversias mediante el mecanismo de la sentencia sumaria. 

Estudiamos y analizamos los documentos ante nos. Como 

indicamos antes, el TPI tuvo ante sí, las alegaciones responsivas 

presentadas por los codemandados.  De la contestación a demanda 

presentada por Power Machine Shop, Inc. surge que este niega 

alegaciones referentes a sumas o cantidades de dinero específicas y 

aduce que existe controversia en cuanto a la suma reclamada y que sea 

vencida, líquida y exigible.  Entre sus defensas afirmativas presenta 

que: el codemandado Luis Camacho Adorno se encuentra en la mejor 

disposición de lograr algún tipo de acuerdo con oficiales o agentes del 

Banco Santander de Puerto Rico de estos estar en la disposición de  

lograr acuerdos, que considera que el demandante está impedido de 

presentar la causa de acción en ejecución de prenda y ejecución de 

hipoteca, ya que la propiedad inmueble a ser gravada por la obligación 

prendaria objeto de controversia no está inscrita, lo que impide la 

exigencia del acreedor a poder cobrar y ejercer su alegado derecho 

como acreedor de la garantía hipotecaria y que de recaer sentencia 

contra los demandados, la misma sería únicamente por concepto del 

cobro de aquellas cantidades que la parte demandante alega, más se 

vería privado de poder solicitar la ejecución de propiedades inmuebles 

que se dicen están puestas en garantía.  Solicita se tome conocimiento 

de caso civil núm. DCD2016-1366, en el que hay una reclamación 

judicial simultánea y menciona aspectos relacionados al rango en el 

gravamen hipotecario. Presenta las defensas afirmativas de coacción, 

fraude intrínseco, entre otras, pero no detalla ni abunda sobre ninguna 

de ellas.5  No surgen de esas alegaciones, los planteamientos que los 

apelantes formulan en su recurso. Tampoco coinciden con las que 

hicieron en su escrito en Oposición, el que, por cierto, no fue 

                                       
5 Apéndice 4 del Recurso. 
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juramentado ni estuvo acompañado de documento alguno 

juramentado. 

De otra parte, el documento sobre Extensión y Plan de Pago de 30 

de agosto de 2011 en virtud del cual los apelantes arguyen que el 

Banco le indujo a error está suscrito por los codemandados. En él 

reconocen y aceptan que Power Machine Shop, Inc., adeuda al Banco la 

suma total de $34,193.00 de principal por concepto del préstamo 

#7006145560 desembolsado el 5 de noviembre de 2004 por la cantidad 

de $100,000.00.6  Se hace constar que ese plan de pago es “un mero 

acomodo” y no constituye una novación7 así como que el deudor 

renuncia con perjuicio a cualquier defensa, objeción [,] falta, error o 

reclamación que exista o pudiera existir contra el Banco por cualquier 

acción u omisión que surja o pueda surgir de los hechos relativos a la 

obligación de este acuerdo.8 A través de dicho documento el deudor 

ratifica todos los términos y condiciones del préstamo otorgado.9 No 

obstante, el documento expone que el deudor ha acordado pagar la 

suma adeudada bajo los términos y condiciones del siguiente plan de 

pago: 

A. Comenzando el 5 de julio de 2011 se establece el 
siguiente plan de pago: 63 pagos mensuales iguales y 

consecutivos de $640.86 para principal e intereses 
vencidos (IP) y un último pago por el balance insoluto 
de la deuda. 

 
B. Intereses y cargos por mora al momento de formalizar 

este alivio de pago. 
 

C. La obligación relacionada en el párrafo Primero de este 

Acuerdo [deuda reconocida] continuará devengando 
intereses al 6% fijo. 

 

D. Este acuerdo se hace extensivo a las garantías 
anteriormente otorgadas que se describen como sigue: 

75% garantía de SBA bajo Programa 7ª. Pagaré 
hipotecario en segundo rango sobre propiedad 
comercial en la Carr. #2 km 25.5, Bo. Espinosa de 

Dorado. Garantía cruzada con préstamo #7006230398. 
Security Agreement. Aval solidario de Luis R. Camacho 

Adorno. 
                                       
6 Apéndice 11 del Recurso. 
7 Apéndice 11 del Recurso, Cláusula Tercera. 
8 Apéndice 11 del Recurso, Cláusula Quinta. 
9 Apéndice 11 del Recurso, Cláusula Décima. 



 
 

 
KLCE201700742 

 

Pág. 20 de 21 

Consta en los autos, además, otro documento denominado 

Allonge para Añadir al Pagaré de Caja, el cual por su importancia 

transcribimos in extenso: 

Al préstamo #7006145560 otorgado el 5 de 

noviembre de 2004 se le ha concedido una 
reducción en su pago mensual como sigue: 

comenzando el 5 de julio de 2011 sus pagos serán 
63 mensualidades de $640.86 para principal [e] 
vencidos y un último pago por el balance insoluto de 

la deuda, más intereses y moras vencidas en su 
nueva fecha de vencimiento: 5 de noviembre de 

2016. 
 
 Los documentos presentados con la solicitud de sentencia 

sumaria, así como los que obran en autos, demostraron que: los 

apelantes suscribieron un Pagaré mediante el cual se obligaron a pagar 

las sumas reclamadas, tanto del principal e intereses, como una 

partida por costas, gastos y honorarios de abogado; como garantía 

colateral de la deuda contraída al suscribir el contrato de préstamo, los 

apelantes entregaron como garantías prendarias, un pagaré hipotecario 

por $100,000.00 sobre la Finca #7,111, un contrato de gravamen 

mobiliario, y Garantís Small Business Administration; que el Banco es 

el tenedor de buena fe del referido Pagaré, y que los apelantes 

incumplieron con los términos del contrato y los acuerdos de pagos por 

haber dejado de efectuar los pagos mensuales vencidos desde abril de 

2016. Los apelantes no establecieron que existiera alguna duda o 

controversia sobre estos hechos materiales.  

 En fin, luego de analizar los planteamientos traídos ante nuestra 

consideración por las partes y habiendo realizado un minucioso 

examen del expediente ante nos, concluimos que los hechos 

incontrovertidos incluidos en la sentencia apelada, en efecto, no están 

en controversia. Concluimos, pues, que, ante la ausencia de 

controversia sobre los hechos materiales antes esbozados, el TPI podía 

resolver la controversia de autos mediante el mecanismo de sentencia 

sumaria.  De forma que, cumpliendo con las exigencias de la Regla 36.4 

de Procedimiento Civil, supra, y lo resuelto en Meléndez González et al. 
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v. M. Cuebas, Inc., supra, procede que determinemos si el foro primario 

actuó conforme a Derecho al dictar la sentencia sumaria.  

A base de los documentos presentados y complementarios a la 

moción de sentencia sumaria, los cuales no fueron controvertidos por 

los apelantes, el Banco demostró ante el TPI su capacidad como 

acreedor por ser dueño y tenedor del Pagaré; demostró, además, que la 

deuda existe, está vencida y que los apelantes no han demostrado su 

pago o extinción.  Tal como apunta el foro primario en la sentencia 

apelada, ante el incumplimiento con sus obligaciones contractuales 

para con el Banco, al haber dejado de pagar el préstamo, según lo 

pactado, procede el cobro de tal obligación.  

En atención al trasfondo procesal y fáctico del presente caso, y 

conforme al Derecho anteriormente expuesto, concluimos que en el 

caso ante nos, el TPI no incurrió en el error señalado por los apelantes 

y que la Sentencia Sumaria procede conforme a Derecho, por lo que la 

confirmamos.  

IV. 

 
Por los fundamentos antes expresados, confirmamos la Sentencia 

emitida por el foro de primera instancia.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 


